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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ORDEN de 27 de junio de 2001, por la que se
delegan determinadas competencias en el titular de
la Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria
de la Consejería.

El artículo 9.e) de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía establece que corres-
ponde al titular de la Consejería de Economía y Hacienda
velar por la ejecución del Presupuesto y por los derechos eco-
nómicos de la Hacienda de la Comunidad, ejerciendo las accio-
nes económico-administrativas y cualesquiera otras que la
defensa de tales derechos exijan.

En relación con los actos de repercusión y pago del
Impuesto sobre el Valor Añadido por los servicios prestados
por los Registradores de la Propiedad al frente de las Oficinas
Liquidadoras de Distrito Hipotecario, en el ejercicio de las fun-
ciones de gestión y liquidación de los Impuestos sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y
sobre Sucesiones y Donaciones, atribuidas en virtud del Decre-
to 106/1999, de 4 de mayo (BOJA núm. 58, de 20.5.99),
resulta necesario proceder a interponer reclamaciones eco-
nómico-administrativas contra dichos actos y, en su caso,
recursos contencioso-administrativos contra los actos dictados
en las referidas reclamaciones económico-administrativas.
Dada la frecuencia de estos actos de repercusión, de carácter
mensual, y el elevado número de los mismos, uno por Oficina
Liquidadora, resulta necesario, por razones de celeridad y efi-
cacia, delegar en el titular de la Dirección General de Tributos
e Inspección Tributaria de la Consejería de Economía y Hacien-
da la referida interposición de reclamaciones económico-ad-
ministrativas en cualesquiera de sus instancias, así como la
autorización al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
para la interposición de recursos contencioso-administrativos,
prevista en el artículo 44 del Reglamento de Organización
y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
y del Cuerpo de Letrados de la Junta de Andalucía, aprobado
por Decreto 450/2000, de 26 de diciembre, en las materias
relacionadas con los actos de repercusión y pago del Impuesto
sobre el Valor Añadido.

De otro lado, por lo que se refiere a los tributos cedidos
por el Estado, mediante Orden de 25 de febrero de 1994
(BOJA núm. 27, de 9.3.94), se delegó en el titular de la
Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria las com-
petencias para la interposición de recursos de alzada ante
el Tribunal Económico-Administrativo Central contra acuerdos
del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Andalucía
en dicha materia, siendo necesario extender mediante la pre-
sente Orden las facultades delegadas a la autorización al Gabi-
nete Jurídico de la Junta de Andalucía para el ejercicio de
las correspondientes acciones contencioso-administrativas
contra los actos dictados por los Tribunales Económico-Ad-
ministrativo Regional de Andalucía y Central.

Finalmente, se hace pertinente delegar también en el titu-
lar de la Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria,
en cuanto a las acciones contencioso-administrativas que se
hubiesen ejercitado en defensa de los derechos económicos
de la Hacienda de la Comunidad, las competencias relativas
a la autorización para la ratificación de recursos contencio-
so-administrativos que se hubiesen interpuesto por razón de
urgencia acreditada, así como, en cualesquiera de sus ins-
tancias, para su desistimiento o, en su caso, allanamiento
en las acciones contencioso-administrativas ejercitadas frente
a la Comunidad Autónoma, en las que se diluciden derechos

económicos, de conformidad con los artículos 42 y 44, en
relación con el 41.1, y con el artículo 47, en relación con
el artículo 62, todos ellos del Reglamento de Organización
y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
y del Cuerpo de Letrados de la Junta de Andalucía, aprobado
por Decreto 450/2000, de 26 de diciembre (BOJA núm. 1,
de 2.1.01).

En su virtud, y en uso de las facultades conferidas por
los artículos 47 de la Ley del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma y 13 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,

D I S P O N G O

Primero. Se delegan en el titular de la Dirección General
de Tributos e Inspección Tributaria de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda, las siguientes competencias:

1. La interposición de reclamaciones económico-admi-
nistrativas, en cualesquiera de sus instancias, relacionadas
con los actos de repercusión y pago del Impuesto sobre el
Valor Añadido por los servicios prestados por los Registradores
de la Propiedad al frente de las Oficinas Liquidadoras de Distrito
Hipotecario, en el ejercicio de las funciones de gestión y liqui-
dación de los Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales
y Actos Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones y Dona-
ciones, atribuidas en virtud del Decreto 106/1999, de 4 de
mayo.

2. La autorización al Gabinete Jurídico de la Junta de
Andalucía para el ejercicio de las correspondientes acciones
contencioso-administrativas en defensa de los derechos eco-
nómicos de la Hacienda de la Comunidad, interponiendo recur-
sos contencioso-administrativos, en cualesquiera de sus ins-
tancias, contra los actos dictados por los Tribunales Econó-
mico-Administrativo Regional de Andalucía y Central, en rela-
ción a la materia indicada en el apartado precedente.

3. La autorización, asimismo, al Gabinete Jurídico de la
Junta de Andalucía para el ejercicio de las correspondientes
acciones contencioso-administrativas en defensa de los dere-
chos económicos de la Hacienda de la Comunidad, interpo-
niendo recursos contencioso-administrativos, en cualesquiera
de sus instancias, contra los actos dictados por los Tribunales
Económico-Administrativo Regional de Andalucía y Central,
respecto a las materias relativas a los tributos cedidos por
el Estado.

4. La autorización para la ratificación de los recursos con-
tencioso-administrativos que hubiesen sido interpuestos por
el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía por razón de
urgencia acreditada, así como, en cualesquiera de sus ins-
tancias, para su desistimiento, en relación con la defensa de
los derechos económicos de la Hacienda de la Comunidad
Autónoma, o, en su caso, la autorización para el allanamiento
en las acciones contencioso-administrativas ejercitadas frente
a la Comunidad Autónoma en las que se diluciden derechos
económicos.

Segundo. Conforme a lo establecido por la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
el titular de la Consejería de Economía y Hacienda podrá avocar
el conocimiento de un asunto objeto de la delegación de com-
petencias efectuada mediante la presente Orden, la cual, no
obstante, subsistirá en sus propios términos en tanto no sea
revocada o modificada de forma expresa.
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Tercero. En las reclamaciones económico-administrativas
que se interpongan, así como en los actos que se adopten
en virtud de la presente delegación se hará constar expre-
samente esta circunstancia.

Cuarto. La presente Orden surtirá efectos el día siguiente
al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 27 de junio de 2001

MAGDALENA ALVAREZ ARZA
Consejera de Economía y Hacienda

RESOLUCION de 18 de mayo de 2001, de la
Viceconsejería, por la que se autorizan tarifas de trans-
porte urbano colectivo de Marbella (Málaga). (PP.
1719/2001).

Vista la propuesta de revisión de tarifas formulada por
la Comisión de Precios de Málaga, y en uso de las facultades
que tengo atribuidas por el artículo 7 del Decreto 266/1988,
de 2 de agosto, por el que se regula el ejercicio de las com-
petencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia
de precios autorizados, en la redacción dada por el Decreto
137/2000, de 16 de mayo,

R E S U E L V O

Autorizar las tarifas de Transporte Urbano Colectivo que
a continuación se relacionan, ordenando su publicación en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

AUTOMOVILES PORTILLO, S.A. MARBELLA (MALAGA)

Tarifas autorizadas
Concepto IVA incluido

Billete ordinario 140 ptas.
Bono-bus (10 viajes) 1.020 ptas.
Bono-bus pensionista Gratuito

Esta Resolución surtirá efecto el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la
titular de esta Consejería en el plazo de un mes, contado
desde el día siguiente al de su notificación, o, en su caso,
publicación, de conformidad con lo establecido en los artículos
114 y 115, en relación con el 48, de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 18 de mayo de 2001.- El Viceconsejero, José
Salgueiro Carmona.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 5 de junio de 2001, por la que no
se autoriza al Ayuntamiento de Aljaraque (Huelva) a
que enajene directamente una finca de sus bienes de
propios a los herederos de don Abelardo Farauste
Magro.

El Pleno del Ayuntamiento de Aljaraque, de la provincia
de Huelva, en sesión celebrada el día 29 de septiembre de
2000, acordó la enajenación directa de una finca de propiedad
municipal a los dos ocupantes de la misma.

El expediente remitido por el Ayuntamiento de Aljaraque
adolece de una serie de irregularidades como son:

a) La no existencia en el mismo de documento acreditativo
de la posesión pacífica y continuada por un tiempo superior
a 2 años de don Abelardo Farauste Rodríguez y don Francisco
Farauste Rodríguez, herederos de don Abelardo Farauste
Magro, anterior ocupante de la finca, en virtud de contrato
privado de compraventa realizado en 1956 a su favor.

b) Infravaloración del precio de venta de la finca a ena-
jenar, al obrar en el expediente un informe técnico de la finca
en el que se dice que la superficie de la misma es de
2.887,40 m2, aproximadamente, de los cuales se encuentran
1.031,60 m2, con un alambrado, y dentro de la expresada
superficie construida una vivienda unifamiliar aislada sin que
se contenga mención expresa a la valoración que ha de rea-
lizarse de la vivienda.

c) Existir una incongruencia en orden a la cesión de terre-
nos que en su día se realizó y la finalidad pretendida por
la Disposición Transitoria Primera de la Ley 7/99, de 29 de
septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía,
al estar calificados los terrenos como Suelo Urbanizable, deli-
mitándose dentro del Plan Parcial Residencial número 1, y
no acreditarse el previsible uso del resto de los terrenos que
no ocupan la vivienda, que han servido para realizar la valo-
ración del suelo en los denominados «Ejidos», con un precio
del metro cuadrado de 60 pesetas, ascendiendo el precio de
la finca a 173.244 pesetas, precio de la totalidad de la finca,
y no sobre la superficie ocupada.

La finca objeto de enajenación directa se pretende hacer
a favor de don Abelardo Farauste Rodríguez y don Francisco
Farauste Rodríguez, herederos de don Abelardo Farauste
Magro, cuya descripción es la siguiente: Solar, sito en trasera
de calle el Cabezo, al sitio Ejido dentro del Plan Parcial Resi-
dencial número 1. Linda al Norte, finca matriz de la que pro-
cede, núm. 6.935; al Sur finca matriz; al Este finca matriz;
y al Oeste finca matriz.

El importe de la enajenación asciende a 173.244 pesetas,
si bien teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 48.4
y 50.1 del Texto Refundido de la Ley del Suelo y Ordenación
Urbana aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/1992,
de 26 de junio, la valoración de los terrenos se hará conforme
a su valor urbanístico, cuestión esta que no se ha acreditado.

La citada finca figura inscrita en el Registro de la Propiedad
de Huelva al Tomo 1.873, Libro 86, de Aljaraque, Folio 73,
Finca número 6.936, Inscripción 1.ª Tiene una superficie
aproximada de 2.887,40 m2.

La legislación a tener en cuenta en la materia que nos
ocupa está representada por la Disposición Transitoria Primera
de la Ley 7/99, de 29 de septiembre, de Bienes de las Enti-
dades Locales de Andalucía, que señala que: «Las entidades
locales podrán enajenar directamente los inmuebles de su pro-
piedad en el plazo de 2 años a partir de la entrada en vigor
de la presente Ley, entre otros, en el siguiente supuesto: C)
Terrenos cedidos con fines sociales por cualquier título que
no haya implicado la transmisión regular del dominio sobre
los que, respetando en todo caso la normativa urbanística,
se hayan construido viviendas que constituyan el domicilio
habitual de sus beneficiarios o de sus herederos».

En el expediente tramitado no se da el supuesto esta-
blecido en la Disposición Transitoria Primera de la Ley 7/99,
de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales
de Andalucía, si se atiene a las previsiones sobre valoración
contenidas en los artículos 48.4 y 50.1 del Texto Refundido
de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado mediante
Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, al no efec-
tuarse la enajenación al ocupante de la vivienda, dado que
no se acredita la posesión pacífica y continuada por un tiempo
superior a dos años ni la residencia efectiva por parte de sus
herederos, ni circunscribirse el expediente a la parte de la


